
CONSULTA PÚBLICA PREVIA SOBRE LA INCORPORACIÓN AL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL DE LA DIRECTIVA 2014/ 52/UE DEL 
PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, DE 16 DE ABRIL DE  2014, POR LA 
QUE SE MODIFICA LA DIRECTIVA 2011/92/UE, RELATIVA A  LA EVALUACIÓN DE 
LAS REPERCUSIONES DE DETERMINADOS PROYECTOS PÚBLICO S Y 
PRIVADOS SOBRE EL MEDIO AMBIENTE 

Antecedentes.  

Los antecedentes de la norma que se proyecta elaborar son los siguientes: 

- La Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 
2014, por la que se modifica la Directiva 2011/92/UE, relativa a la evaluación de las 
repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio 
ambiente. 

- La Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre 
de 2011, relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos 
públicos y privados sobre el medio ambiente. 

- La Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. 

 

Cuestionario.  

1. Problemas que se pretenden solucionar con la nue va norma.  

La Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, incorporó al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la evaluación de las repercusiones de 
determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 

No obstante, la mencionada directiva comunitaria ha sido modificada por la Directiva 
2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, que ha de 
ser incorporada al ordenamiento jurídico español. Consiguientemente, los problemas 
que se pretenden solucionar con el dictado de la norma de transposición y los 
fundamentos últimos de la misma son aquéllos que han conllevado el dictado de la 
nueva directiva en materia de evaluación ambiental. Tales causas son, sucintamente, 
las siguientes:  

 
- La Comunicación de la Comisión, de 30 de abril de 2007, titulada «La revisión 

intermedia del Sexto Programa de Acción en Materia de Medio Ambiente», y el 
informe de la Comisión, de 23 de julio de 2009, sobre la aplicación y eficacia de la 
Directiva 85/337/CEE del Consejo, antecesora de la Directiva 2011/92/UE, 
subrayaron la necesidad de mejorar los principios de la evaluación de impacto 
ambiental de los proyectos y de adaptar la Directiva 85/337/CEE al contexto 
político, jurídico y técnico, que ha evolucionado considerablemente. 
 

- Era necesario reforzar la calidad del procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental, adaptar las diversas etapas del procedimiento a los principios de una 
normativa inteligente y aumentar la coherencia y las sinergias con otra legislación y 



otras políticas de la Unión, así como con las estrategias y políticas establecidas 
por los Estados miembros en ámbitos de competencia nacional.  
 

- Había que garantizar la mejora de la protección del medio ambiente, el aumento de 
la eficiencia en el uso de los recursos y el apoyo al crecimiento sostenible en la 
Unión. A tal efecto, procedía simplificar y armonizar los procedimientos que 
establecía.  

 
- En la última década, cuestiones medioambientales, como la eficiencia en el uso de 

los recursos y la sostenibilidad de los mismos, la protección de la biodiversidad, el 
cambio climático y los riesgos de accidentes y catástrofes, habían adquirido mayor 
importancia en la elaboración de las políticas. Por tanto, debían constituir también 
elementos importantes en los procesos de evaluación y toma de decisiones.  

 
En este sentido, en su Comunicación de 20 de septiembre de 2011 titulada «Hoja 
de ruta hacia una Europa eficiente en el uso de los recursos», la Comisión se 
comprometió a incluir consideraciones más amplias sobre la eficiencia y la 
sostenibilidad en el uso de los recursos en el contexto de la revisión de la Directiva 
2011/92/UE. 

 
- Como quiera que el cambio climático seguirá perjudicando al medio ambiente y 

comprometiendo el desarrollo económico, procedía evaluar el impacto de los 
proyectos en el clima (por ejemplo, emisiones de gases de efecto invernadero) y 
su vulnerabilidad ante el cambio climático. 
 

- A raíz de la Comunicación de la Comisión de 23 de febrero de 2009 titulada «Un 
enfoque comunitario para la prevención de catástrofes naturales y de origen 
humano», el Consejo pidió, en sus conclusiones de 30 de noviembre de 2009, a la 
Comisión que esta se asegurase de que en la aplicación, la revisión y ulterior 
desarrollo de iniciativas de la Unión, se tuvieran en cuenta los aspectos 
relacionados con la prevención y gestión de los riesgos de catástrofes, así como el 
Marco de Acción de Hyogo de las Naciones Unidas para 2005-2015, adoptado el 
22 de enero de 2005, que subraya la necesidad de establecer procedimientos para 
evaluar las repercusiones de los principales proyectos de infraestructura en el 
riesgo de catástrofes. 
 

- Finalmente, en la aplicación de la Directiva 2011/92/UE, era necesario garantizar 
un crecimiento inteligente, sostenible e integrador, de conformidad con los 
objetivos establecidos en la Comunicación de la Comisión de 3 de marzo de 2010 
titulada «Europa 2020 — Una estrategia para un crecimiento inteligente, sostenible 
e integrador». 

 

2.  Necesidad y oportunidad de su aprobación. 

Como antes se señaló, la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, traspuso la Directiva 
2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011. 
Después de 25 años de aplicación, la Directiva de evaluación de impacto ambiental no 
había cambiado significativamente, mientras que el contexto político, jurídico y técnico 
había evolucionado considerablemente. Además, habían surgido nuevos desafíos 
medioambientales, como el cambio climático, la pérdida de biodiversidad o el 
incremento de catástrofes naturales. 



Con la finalidad de dar solución a los problemas descritos, en el ámbito de la Unión 
Europea se aprobó la Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
16 de abril de 2014, por la que se modifica la Directiva 2011/92/UE, relativa a la 
evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre 
el medio ambiente. 

https://www.boe.es/doue/2014/124/L00001-00018.pdf 

Esta directiva comunitaria establece que los Estados miembros pondrán en vigor las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para cumplir las 
disposiciones de la presente Directiva a más tardar el 16 de mayo de 2017. 

Es por ello que es necesaria la pronta incorporación de la mencionada directiva 
comunitaria al ordenamiento jurídico español, lo que conllevará el dictado de una 
norma de rango legal, bien modificando o sustituyendo la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de evaluación ambiental.  

 

3. Objetivos de la norma. 

La Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre 
de 2011, sobre evaluación de impacto ambiental se ha modificado en el año 2014 
mediante la Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
abril de 2014. Los objetivos de la futura norma, cuyo objeto es la incorporación de esta 
última directiva comunitaria, han de ser los mismos que han impulsado el dictado de 
dicha directiva.  

En este sentido, con la futura norma de trasposición, al igual que con la directiva de 
2014, se persiguen los siguientes objetivos: en primer lugar, conseguir una regulación 
más eficaz del proceso de evaluación de impacto ambiental, adaptando las diversas 
etapas de las que consta este proceso a los principios comunitarios de “una mejor 
legislación” y de reducción de las cargas administrativas para los ciudadanos; en 
segundo lugar, aumentar la coherencia y las sinergias con otra legislación y otras 
políticas de la Unión, así como con las estrategias y políticas establecidas por los 
Estados miembros en ámbitos de competencia nacional; y, finalmente, garantizar la 
mejora de la protección del medio ambiente y el aumento de la eficiencia en el uso de 
los recursos, mediante un sistema de toma de decisiones sobre inversiones, tanto 
públicas como privadas, más previsible y sostenible a largo plazo. 

La nueva directiva sobre evaluación de impacto ambiental ha supuesto un refuerzo del 
actual enfoque de la evaluación de impacto ambiental, como instrumento preventivo, 
que contempla las amenazas y desafíos ambientales que han surgido desde que entró 
en vigor la primera directiva sobre evaluación de impacto ambiental de proyectos, hace 
ya más de 25 años. Esto significa prestar más atención a determinadas áreas, como la 
eficiencia de los recursos, el cambio climático y la prevención de riegos que, con la 
nueva regulación, están ahora mejor reflejados en el proceso de evaluación.  

 

4. Posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 

La transposición de la Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
16 de abril de 2014, exige una norma de rango legal, que, o bien modifique la vigente 



Ley 21/2013, de 9 de diciembre, o bien regule de manera integral la evaluación 
ambiental.  

De acuerdo con la nueva disposición comunitaria que se ha de incorporar: 

- Los Estados miembros deben prever la integración o coordinación de los procesos 
de evaluación de impacto ambiental con otros procedimientos ambientales 
establecidos por normas comunitarias o nacionales; también se introducen plazos 
para las diferentes etapas de la evaluación de impacto ambiental: así, por ejemplo, 
el análisis caso por caso –lo que la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, denomina 
evaluación de impacto ambiental simplificada- debe realizarse en un plazo de 
noventa días, con posibilidad de prórroga, y las consultas públicas deben durar al 
menos treinta días.  
 

- Los Estados miembros deben garantizar también que las decisiones finales sobre 
la autorización o denegación del proyecto se toman dentro de un "plazo 
razonable". El proceso para determinar si un proyecto debe someterse a 
evaluación de impacto ambiental se precisa, al exigir que las decisiones estén 
debidamente motivadas a la luz de los criterios de selección actualizados. Los 
informes de evaluación del impacto ambiental –estudios de impacto ambiental, 
según la terminología de la ley nacional- se deben hacer más comprensibles para 
el público, especialmente con respecto a las evaluaciones del estado actual del 
medio ambiente y las distintas alternativas al proyecto. También deben mejorarse 
la calidad y el contenido de los estudios e informes ambientales y las autoridades 
competentes tendrán que probar su objetividad para evitar conflictos de intereses. 
Los motivos que llevan a la decisión de autorizar o de denegar un proyecto deben 
ser claros y transparentes para el público.  
 

Los Estados miembros podrán fijar plazos para la validez de las conclusiones razonadas u 

opiniones emitidas como parte del proceso de evaluación de impacto ambiental, es decir, de lo 

que la ley española denomina declaración o informe de impacto ambiental. Si los procesos de 

evaluación concluyesen que un proyecto entrañará efectos adversos significativos sobre el 

medio ambiente, los promotores estarán obligados a adoptar las medidas necesarias para 

prevenir, reducir o compensar estos efectos. Además, tendrán que establecer sistemas de 

seguimiento y control de las decisiones ambientales durante la ejecución de los proyectos. Con 

el fin de evitar duplicidades y costes innecesarios, se podrán aplicar métodos de seguimiento y 

control ya existentes 


